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2. En cuanto al resto de las alegaciones, carecen abso-
lutamente de fundamento, pues debe tenerse en cuenta lo 
dispuesto en el Real Decreto Legislativo 1/2000, de 20 de 
julio, que aprobó el texto refundido de la Ley de Aguas, y en 
concreto sus artículos 1.3, 2, 54, 59, 60, 61 y 79, y así como 
el R.D. 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico en sus artículos 2, 
93, 94, 122, 123 y 124, y demás legislación ya citada en los 
Fundamentos de Derecho de las resoluciones impugnadas.

3. Para ser exactos, no se trata en modo alguno de que 
se haya constituido una comunidad de usuarios y/o que sean 
los propios abonados los que de alguna forma gestionen su 
propio suministro de agua, como equivocadamente argumenta 
Entrecaminos, S.L., sino que es precisamente esta empresa la 
que posee la concesión y realiza o debe realizar por tanto el 
citado suministro tal y como se recoge en las Resoluciones, 
cuestión que está más que documentada en el expediente re-
mitido por la Delegación del Gobierno en Jaén, y contemplada 
en las Resoluciones, que, por si fuera poco, se acredita en el 
contenido de los contratos de suministro de agua firmados por 
los reclamantes y Entrecaminos, S.L. Por tanto, la empresa no 
puede pretender la no aplicación del Decreto 120/91 a estos 
contratos para no cumplir lo que por Derecho debe argumen-
tando que es una obligación de los abonados, y para ello nos 
volvemos a remitir al contenido del Preámbulo y artículos 1, 3 
y 5 del repetido Decreto 120/91.

4. En conclusión, la esencia de la cuestión es si la em-
presa Entrecaminos, S.L. tiene o no la obligación de facturar 
el agua que suministra en base a unas tarifas obligatorias 
aprobadas por la Junta de Andalucía, en vez de hacerlo 
aplicando unos precios que dicha empresa determina y es-
tablece libremente al margen de las tarifas vigentes. Este 
es el pilar sobre el que se fundamentan todos los demás 
argumentos esgrimidos por la empresa, argumentos que 
no tienen fundamento por cuanto que la Orden de 23 de 
diciembre de 1983 del Ministerio de Economía y Hacienda 
(BOE 312/87, de 3 de diciembre) queda indudablemente es-
tablecida, en cuanto a los precios autorizados, las competen-
cias de la Junta de Andalucía. Por tanto, Entrecaminos, S.L., 
no puede sino tener que cobrar el suministro domiciliario de 
agua contratado en base a las tarifas autorizadas por la Ad-
ministración autonómica.

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por la re-
presentación de la mercantil “Entrecaminos, S.L.”, con CIF 
B-23454218, contra las Resolución de la Delegación del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Jaén, recaída en el expe-
diente núm. 23.187/06, en materia de suministro domiciliario 
de agua, por la que estimaba la reclamación de doña Martina 
Almoneda Armenteros, en materia de suministro domiciliario 
de agua, y en consecuencia declarar firme las misma y mante-
nerla en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 28 de octubre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 28 de octubre de 2008, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se solicita la subsa-
nación del recurso administrativo interpuesto por don 
Francisco Ruiz Ruiz, en nombre y representación de 
Automóviles Francis El Ejido, S.L.U., contra la resolu-
ción del Delegado del Gobierno de Almería, recaída en 
el expediente núm. 04-000059-07-P.

 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente don Francisco Ruiz Ruiz, en nombre y representación de 
Automóviles Francis El Ejido, S.L.U., para la subsanación del 
recurso administrativo interpuesto contra la resolución del De-
legado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, en el 
expediente núm. 04-000059-07-P, por la presente se procede 
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en 
su domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro:

«Conforme prevé el artículo 71.1 de la LRJAP-PAC, y con 
relación al recurso que interpuso el 4.9.07 contra la resolu-
ción del Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en 
Almería, recaída en el expediente 04-000059-07-P, le requiero 
a fin de que en el plazo de diez días a partir de la notifica-
ción del presente escrito, de acuerdo con lo previsto en el ar-
tículo 110.1 del mismo texto legal:

- De acuerdo con lo previsto en el artículo 34.4 de la Ley, 
y por prever su necesidad su artículo 32.3, acredite la repre-
sentación legal de la entidad recurrente.

Se le advierte que si no cumplimenta lo requerido, se le 
tendrá por desistido del recurso. El Jefe del Servicio de Legisla-
ción, P.A. El Asesor Técnico. Fdo.: Andrés Romero Gutiérrez.»

Sevilla, 28 de octubre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 28 de octubre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada al recurso de alzada interpuesto por 
doña M.ª Nieves Gómez Palma, en nombre y represen-
tación de Hergopal Restauración, S.L., contra otra dic-
tada por el Delegado del Gobierno de Málaga, recaída 
en el expediente núm. 29-001201-06-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal a 
doña M.ª Nieves Gómez Palma, en nombre y representación 
de Hergopal Restauración, S.L., de la resolución adoptada 
por el Secretario General Técnico al recurso administrativo 
interpuesto,contra la dictada por el Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente se procede a 
hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cuatro de junio de dos mil ocho.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los 
siguientes: 



Sevilla, 12 de noviembre 2008 BOJA núm. 225 Página núm. 69

H E C H O S

Primero. El Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta 
de Andalucía en Málaga resolvió el 20 de abril de 2007 el 
procedimiento sancionador incoado a la entidad Hergopal Res-
tauración, S.L., imponiéndole la multa de 1.000 euros, por la 
comisión de una infracción administrativa tipificada por la Ley 
13/2003, de 17 de diciembre, de Defensa y Protección de los 
Consumidores y Usuarios de Andalucía, detectada tras la visita 
de inspección realizada el 7 de agosto de 2006 al estableci-
miento abierto al público sito en avenida Camilo José Cela, 
s/n, Conjunto Alfil, de Fuengirola (Málaga), consistente en no 
disponer del preceptivo libro de hojas de reclamaciones.

Segundo. Notificada la resolución, la interesada presenta 
recurso de alzada en el que solicita su anulación y, subsidia-
riamente, que se reduzca la sanción. Los motivos expuestos 
en el recurso son los manifestados durante la sustanciación 
del procedimiento sancionador, versando sobre la falta de con-
sideración de la subsanación de la irregularidad (al hecho de 
que supuestamente el libro de hojas de quejas y reclamacio-
nes había sido encargado a su gestoría).

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. Las alegaciones contenidas en el recurso de 
alzada fueron analizadas y rebatidas jurídicamente en la pro-
puesta de resolución, de la que interesa transcribir lo recogido 
en su Fundamento Jurídico Cuarto: “la inspección de consumo, 
a la vista de la reclamación presentada y que se había formu-
lado en una hoja denominada de incidencias calidad producto-
proveedores, giró visita al establecimiento en el que comprobó 
que no disponía de hojas de quejas y reclamaciones. Teniendo 
en cuenta que los hechos reclamados tuvieron lugar el día 
19.6.2006 y la visita de inspección el 7 de agosto siguiente, 
entre ambas fechas había transcurrido mes y medio sin que 
la expedientada se hubiera provisto de las obligatorias hojas 
de reclamaciones, por lo que ningún efecto atenuante puede 
tener el hecho de que habían sido pedidas a la gestoría”. 

Así pues, no existe fundamentación suficiente para esti-
mar el recurso. En efecto, lo establecido en la legislación anda-
luza vigente (tener a disposición de los consumidores y usua-
rios el referido libro de quejas y reclamaciones) es un deber 
con una finalidad muy clara, y puesta de manifiesto en tales 
normas: proteger los derechos de los consumidores. Es decir, 
la obligación no es una mera obligación formal, sino una obli-
gación finalista. Así, la propia Ley 13/2003, de 17 de diciem-
bre, de Defensa y Protección de los Consumidores y Usuarios 
de Andalucía en su artículo 18 exige que el libro “deberá estar 
a disposición de los consumidores”. 

De este modo, no existe duda de que estamos ante una 
infracción administrativa tanto cuando el titular del estableci-
miento no posee el correspondiente libro y, por ello, no puede 
ponerlo a disposición de los consumidores, como cuando ha-
biéndolo adquirido, no lo pone real y efectivamente a disposi-
ción de los consumidores.

Tercero. Respecto a la pretensión de que en defecto de 
la anulación del expediente (anulación que no procede por 
cuanto que, como se ha indicado, no concurre ningún vicio de 
nulidad ni de anulabilidad en el acto sancionador recurrido), se 

reduzca la sanción, ha de ser rechazada puesto que la infrac-
ción fue calificada como leve, habiendo sido sancionada con 
multa cuya cuantía se encuentra dentro del intervalo previsto 
para la misma, no existiendo, pues, vulneración del principio 
de proporcionalidad.

Ha de tenerse en cuenta que el artículo 74 de la Ley 
13/2003 dispone que las infracciones leves serán sanciona-
das con multas comprendidas entre un mínimo de 200 y un 
máximo de 5.000 euros. Para determinar, dentro de esas cuan-
tías, la que proceda imponer a una determinada infracción, el 
texto legal prescribe que se valorarán las circunstancias que 
hayan concurrido, dividiendo la sanción en dos tramos, inferior 
y superior, de igual extensión. De este modo, para las leves, el 
tramo inferior es de 200 a 2.600 euros, mientras que el tramo 
superior es de 2.601 a 5.000 euros.

Teniendo en cuenta lo anterior, que la sanción impuesta 
fue de 1.000 euros, se ha de entender adecuada, no proce-
diendo su reducción.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña Ma-
ría Nieves Gómez Palma, en nombre y representación de la 
entidad Hergopal Restauración, S.L., contra la resolución de la 
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía de Málaga, 
recaída en el referido procedimiento sancionador y, en conse-
cuencia, mantener la misma en sus propios términos. 

Notifíquese la Resolución, con indicación del recurso que pro-
ceda. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 28 de octubre de 2008.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 28 de octubre de 2008, de la Se-
cretaría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada al recurso de alzada interpuesto por 
don Jorge Ferre Molto, en nombre y representación de 
Telefónica Móviles España, S.A.U., contra otra dictada 
por el Delegado del Gobierno de Almería, recaída en el 
expediente 04-000406-06-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Jorge Ferre Molto, en nombre y representación de Telefónica 
Móviles España, S.A.U., de la resolución adoptada por el Se-
cretario General Técnico al recurso administrativo interpuesto 
contra la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de 
Andalucía en Almería, por la presente se procede a hacer pú-
blica la misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, 
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.


